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Proceso
Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones
Demandante:
Ana Esperanza Díaz Zapata

Litis Consorte Nec:           Lina Tatiana Rodríguez Díaz y otra  

Demandado:
Colpensiones

Magistrado Ponente:        Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema: 
EFECTOS DEL RECONOCIMIENTO DE LA INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE SOBREVIVIENTES. “Establece el artículo 49 de la Ley 100 de 1993, que los miembros del grupo familiar del afiliado que al momento de su muerte no hubiese reunido los requisitos exigidos para la pensión de sobrevivientes, tendrán derecho a recibir, en sustitución, una indemnización equivalente a la que hubiese correspondido en el caso previsto en el artículo 37 ibídem. Ahora bien, ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que el hecho de que se haya reconocido a los beneficiarios del afiliado esa prestación económica, no impide que judicialmente se reconozca el derecho a la pensión de sobrevivientes cuando en efecto se haya causado, pues en ese caso lo que opera es la respectiva devolución de lo pagado por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, tal y como lo recordó en la sentencia SL 6080 de 11 de mayo de 2016, (…) De acuerdo con la historia laboral allegada por Colpensiones –fl.35- el régimen pensional al que pertenecía el causante antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, era el previsto en el Acuerdo 049 de 1990, al haber prestado sus servicios en toda su vida laboral en el sector privado. El mencionado régimen pensional exige que en el caso de los hombres se cumpla una edad mínima de 60 años y se acrediten cotizaciones correspondientes a 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo. Él cumplió la edad mínima el 3 de octubre de 2007 y según la mencionada historia laboral, dentro de los 20 años anteriores a esa calenda tiene un total de 527,71 semanas cotizadas; motivo por el que para el 29 de octubre de 2008, cuando ocurrió su deceso, ostentaba el status de pensionado, dejando causada de esta manera la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, en los términos previstos en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.”.
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Hoy, ocho de febrero de dos mil diecisiete, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, así como el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 18 de septiembre de 2015, dentro del proceso que promueve la señora ANA ESPERANZA DÍAZ ZAPATA en nombre propio y en representación del menor JUAN CARLOS RODRÍGUEZ DÍAZ, en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, y al cual fueron vinculadas como litisconsortes necesarias la señorita LINA TATIANA RODRÍGUEZ DÍAZ y la señora GLORIA AIDEE BERNAL SALAS, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00092-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Ana Esperanza Díaz Zapata que la justicia laboral declare que ella y el menor Juan Carlos Rodríguez Díaz tienen derecho a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor José Orlando Rodríguez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 29 de octubre de 2008, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: El señor José Orlando Rodríguez falleció el 29 de octubre de 2008, momento en el cual se encontraba afiliado al régimen de prima media con prestación definida, alcanzando a cotizar en toda su vida laboral un total de 527.73 semanas, de las cuales 500,7 las hizo dentro de los 20 años anteriores a su deceso; él nació el 3 de octubre de 1947, contando para el 1º de abril de 1994 con 47 años de edad; el 29 de octubre de 2008 culminó una convivencia ininterrumpida entre ella y el causante que se prolongó durante 18 años; de esa unión nacieron Lina Tatiana y Juan Carlos Rodríguez Díaz, la primera mayor de edad a la fecha de presentación de la demanda y el segundo menor de edad para ese momento; el 15 de febrero de 2010 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, misma que fue resulta negativamente a través de la resolución Nº 3587 de 2011, por no cumplir con la densidad de semanas exigidas para ello, motivo por el que recibió la indemnización sustitutiva de la pensión en cuantía equivalente a la suma de $5.939.452.
Al contestar la demanda –fls.30 a 34- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento y deceso del señor José Orlando Rodríguez y el contenido de la resolución Nº 3587 de 2011. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Obligación del sistema de seguridad social sin definir”, “Pérdida del régimen de transición por no acreditar requisitos”, “Prescripción” y  “Compensación”.

En auto de 20 de junio de 2014, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito declaró la nulidad de todo lo actuado desde el auto mediante el cual se fijó fecha para llevar a cabo la audiencia del artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., y posteriormente ordenó convocar al proceso a la señorita Lina Tatiana Rodríguez Díaz y a la señora Aidee Bernal Salas.

Dando respuesta al libelo introductorio –fls.67 a 70- la señorita Lina Tatiana Rodríguez Díaz manifestó que todos los hechos narrados en ella eran ciertos. No se opuso a las pretensiones de la demanda y posteriormente pidió que se le reconociera la pensión de sobrevivientes en calidad de hija del causante, así como los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
Por su parte, la señora Aidee Bernal Zapata, al contestar la demanda mediante curador ad-litem –fls.113 y 114- admitió todos los hechos narrados por la actora, advirtiendo en todo caso, que cada uno deberá ser probado en el proceso. No se opuso a las pretensiones.
En sentencia de 18 de septiembre de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor José Orlando Rodríguez dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes, en consideración a que para el momento en que se presentó su deceso el 29 de octubre de 2008, tenía el status de pensionado, al cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990.
Posteriormente señaló que la señora Ana Esperanza Díaz Zapata y el menor Juan Carlos Rodríguez Díaz tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de cónyuge e hijo supérstites del causante respectivamente, a partir del 29 de octubre de 2008, la cual es equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, correspondiéndole a cada uno el 50% de la prestación. 

Por lo expuesto, condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar a favor de la señora Díaz Zapata por concepto de retroactivo pensional causado entre el 20 de febrero de 2011 (dado que todas las mesadas causadas con anterioridad a esa calenda se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción) y el 31 de agosto de 2015, la suma de $18.786.375.

Después de aclarar que el término de prescripción no corre cuando se trata de menores de edad, condenó a la entidad accionada a reconocer y pagar al menor Juan Carlos Rodríguez Díaz como retroactivo pensional causado entre el 29 de octubre de 2008 y el 31 de agosto de 2015, la suma de $28.906.475.

A las sumas anteriores, ordenó descontarle el 12% de las cotizaciones a salud.

También condenó a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Autorizó a Colpensiones a descontar del retroactivo pensional causado a favor de los demandantes, la suma de $5.939.452 que se reconoció como indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes que les fue cancelado, la cual deberá estar debidamente indexada.

Finalmente concluyó que frente a la señorita Lina Tatiana Rodríguez Díaz y a la señora Aidee Bernal Zapata no hay lugar a realizar pronunciamiento alguno de fondo, pues dentro del presente proceso no presentaron sus propias pretensiones a través de la figura procesal correspondiente, que para el caso en concreto es la demanda ad excludendum.
Inconforme parcialmente con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 no deben concederse desde la ejecutoria de la sentencia, sino transcurridos dos meses después de elevada la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, por cuanto la entidad demandada contaba con toda la información correspondiente para reconocer y empezar a pagar la prestación económica, sin que ese reconocimiento se haya dado en este proceso en aplicación de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor. 

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Tenía el status de pensionado el señor José Orlando Rodríguez para el momento en que se presentó su deceso el 29 de octubre de 2008?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Dejó causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
EFECTOS DEL RECONOCIMIENTO DE LA INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE SOBREVIVIENTES.
Establece el artículo 49 de la Ley 100 de 1993, que los miembros del grupo familiar del afiliado que al momento de su muerte no hubiese reunido los requisitos exigidos para la pensión de sobrevivientes, tendrán derecho a recibir, en sustitución, una indemnización equivalente a la que hubiese correspondido en el caso previsto en el artículo 37 ibídem.

Ahora bien, ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que el hecho de que se haya reconocido a los beneficiarios del afiliado esa prestación económica, no impide que judicialmente se reconozca el derecho a la pensión de sobrevivientes cuando en efecto se haya causado, pues en ese caso lo que opera es la respectiva devolución de lo pagado por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, tal y como lo recordó en la sentencia SL 6080 de 11 de mayo de 2016, en los siguientes términos:

“Importa anotar que el reconocimiento de la indemnización sustitutiva no impide el disfrute de la pensión de sobrevivientes, dado que lo que procede es la devolución de lo pagado por tal concepto.”.
EL CASO CONCRETO

Manifestó la funcionaria de primera instancia, que el señor José Orlando Rodríguez Montoya había dejado causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, al encontrar demostrado que en vida había reunido los requisitos para que se le reconociera la pensión de sobrevivientes.

En ese aspecto se evidencia, que según el registro civil de nacimiento visible a folio –fl.14-, él nació el 3 de octubre de 1947, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 46 años de edad, siendo beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

De acuerdo con la historia laboral allegada por Colpensiones –fl.35- el régimen pensional al que pertenecía el causante antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, era el previsto en el Acuerdo 049 de 1990, al haber prestado sus servicios en toda su vida laboral en el sector privado.

El mencionado régimen pensional exige que en el caso de los hombres se cumpla una edad mínima de 60 años y se acrediten cotizaciones correspondientes a 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo.
Él cumplió la edad mínima el 3 de octubre de 2007 y según la mencionada historia laboral, dentro de los 20 años anteriores a esa calenda tiene un total de 527,71 semanas cotizadas; motivo por el que para el 29 de octubre de 2008, cuando ocurrió su deceso, ostentaba el status de pensionado, dejando causada de esta manera la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, en los términos previstos en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.
Ahora bien, en lo que tiene que ver con la calidad de beneficiarios de la señora Ana Esperanza Díaz Zapata y del menor Juan Carlos Rodríguez Díaz, se tiene que en la resolución Nº 3587 de 2011 –fls.11 a 13- el ISS determinó que de conformidad con los documentos obrantes en el expediente administrativo, ellos acreditaron los requisitos establecidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 para ser beneficiarios del señor José Orlando Rodríguez, motivo por el que reconoció y pagó la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes.

En ese sentido la Sala de Casación Laboral en sentencia SL-1886 de 25 de febrero de 2015 radicación Nº 48.739 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en un caso de similares connotaciones en el que una madre solicitó la pensión de sobrevivientes con ocasión del deceso de su hijo, manifestó frente a la acreditación del requisito de dependencia económica lo siguiente:

“Prueba de la dependencia económica. 
En la Resolución No. 000451 de 2002 (fol. 8), cuya errónea valoración se denuncia en el primer cargo, el Instituto de Seguros Sociales le reconoció al demandante la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, derivada del fallecimiento de su hijo Carlos Arturo Ardila Ríos, con la anotación expresa de que «…según lo dispuesto en el artículo 47 de la misma Ley y luego de estudiar la(s) solicitud (es) presentada (s), se establece que es procedente reconocer la indemnización a quienes acreditan su calidad de beneficiarios.» (Resalta la Sala).

De dicho documento se puede evidenciar clara y objetivamente que el Instituto de Seguros Sociales analizó de fondo la petición del actor y concluyó que reunía las condiciones legalmente establecidas para ser beneficiario de la indemnización sustitutiva, que, como lo ha dicho la Sala, son las mismas requeridas para ser beneficiario de la pensión de sobrevivientes. En ese sentido, el Tribunal incurrió en un error de hecho manifiesto al no percatarse de que la «dependencia económica» y los demás presupuestos indispensables para ser beneficiario de la pensión estaban acreditados suficientemente en el proceso, a la vez que habían sido aceptados plenamente por el Instituto de Seguros Sociales, de forma tal que no era dable ni siquiera debatir ese punto.”.
De conformidad con lo señalado por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, la condición de beneficiarios de la señora Ana Esperanza Díaz Zapata y del menor Juan Carlos Rodríguez Díaz no se encontraba en discusión dentro del presente proceso al haber sido aceptado por el ISS en el referenciado acto administrativo.

Aclarado lo anterior, la pensión de sobrevivientes asciende al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, como lo determinó la a quo.

Ahora bien, como el menor Juan Carlos Rodríguez Díaz nació el 25 de octubre de 2005, como se ve en el registro civil de nacimiento –fl.18-, tiene derecho a disfrutar la pensión hasta el 25 de octubre de 2023, correspondiéndole a partir de ese momento demostrar que continúa estudiando para poder extender el beneficio pensional hasta la fecha en que cumpla 25 años de edad.

En cuanto al retroactivo pensional, es del caso recordar que la Administradora Colombiana de Pensiones propuso la excepción de prescripción, misma que deberá ser estudiada únicamente frente a la señora Díaz Zapata, pues tal y como lo ha manifestado la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, dicho fenómeno jurídico no corre cuando se trata de menores de edad, como es el caso de Juan Carlos Rodríguez Díaz quien tan solo cumple la mayoría de edad el 25 de octubre de 2023.
Así las cosas, la señora Ana Esperanza Díaz Zapata interrumpió el término de prescripción que venía corriendo desde el 29 de octubre de 2008, el 15 de febrero de 2010 cuando elevó la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, quedando suspendido hasta el 26 de julio de 2011 cuando se notificó la resolución Nº 3587 de 2011, empezando a correr nuevamente el término prescriptivo desde el 27 de julio de 2011, por lo que al haber presentado la demanda dentro de los tres años siguientes, esto es, el 20 de febrero de 2014 –fl.20-, ninguna de las mesadas pensionales causadas había sido cobijada por ese fenómeno jurídico. No obstante, como la decisión de tener prescritas todas aquellas mesadas causadas con anterioridad al 20 de febrero de 2011 no fue controvertida por la parte actora, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.
Bajo esas circunstancias tiene derecho el menor Juan Carlos Rodríguez Díaz a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 29 de octubre de 2008 y el 31 de enero de 2017, la suma de $33.643.328; como se evidencia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.
Igualmente tiene derecho la señora Ana Esperanza Díaz Zapata a que se le reconozca por ese mismo concepto, causado entre el 20 de febrero de 2011 y el 31 de enero de 2017, la suma de $25.413.753, como también se aprecia en la tabla relacionada anteriormente.
En lo que tiene que ver con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, es del caso recordar que la negativa del ISS a reconocer la pensión de sobrevivientes obedeció a una incorrecta aplicación del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, pues en este caso no correspondía verificar si el causante tenía cotizadas 50 semanas dentro de los tres años anteriores al deceso, como equivocadamente lo hizo, sino que debía tener como causada la pensión de sobrevivientes al tener el señor Rodríguez el status de pensionado para el momento de su deceso; contando con toda la información necesaria para reconocer y empezar a pagar la prestación económica a favor de la parte actora, máxime cuando encontró que ellos cumplían los requisitos para ser beneficiarios del causante.

Por tales motivos los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 empezaron a correr a partir del 16 de abril de 2010 y no desde la ejecutoria de la sentencia como lo señaló la falladora de primera instancia.

En este punto es oportuno manifestar, que como todas las obligaciones causadas a favor de la señora Ana Esperanza Díaz Zapata con anterioridad al 20 de febrero de 2011 se encuentran prescritas, los intereses moratorios corren la misma suerte, motivo por el que los mismos solo comenzarán a correr a partir de esa calenda a su favor.   

Del retroactivo pensional causado, se autoriza a la Administradora Colombiana de Pensiones que haga el descuento del 12% por las cotizaciones en salud e igualmente que descuente en proporciones iguales la suma de $5.939.452 cancelada a los demandantes por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión, misma que deberá estar debidamente indexada al momento del pago; como correctamente lo señaló el Juzgado Tercero Laboral del Circuito.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales cuarto, quinto y décimo de la sentencia proferida 18 de septiembre de 2015.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO, QUINTO y DÉCIMO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor de la señora ANA ESPERANZA DÍAZ ZAPARA por concepto de retroactivo pensional causado entre el 20 de febrero de 2011 y el 31 de enero de 2017, la suma de $25.413.753.

QUINTO.  CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor del menor JUAN CARLOS RODRÍGUEZ DÍAZ por concepto de retroactivo pensional causado entre el 29 de octubre de 2008 y el 31 de enero de 2017, la suma de $33.643.328.
DÉCIMO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor del menor JUAN CARLOS RODRÍGUEZ DÍAZ, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 16 de abril de 2010 y a favor de la señora ANA ESPERANZA DÍAZ ZAPATA a partir del 20 de febrero de 2011.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia consultada.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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